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1.- VISTOS
Desata la Sala el recurso de apelación interpuesto por el apoderado del señor IVÁN ANTONIO CARMONA PATIÑO contra el auto interlocutorio proferido por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, por medio del cual negó la solicitud de redención de pena de su prohijado.

2.- PROVIDENCIA
El Juzgado Sexto Penal del Circuito de Pereira (Rda.) condenó a CARMONA PATIÑO a la pena principal de 96 meses de prisión, lo mismo que a la accesoria de interdicción de derechos y funciones públicas por el tiempo que dure la pena principal, y le negó el subrogado de la suspensión condicional de la ejecución de la pena al hallarlo responsable del delito de acto sexual violento. 

Mediante memorial suscrito por el director del Establecimiento Penitenciario de Mediana Seguridad y Carcelario de Pereira, se solicitó la redención de pena del señor CARMONA PATIÑO y se anexó la constancia de conducta respectiva.

El funcionario de primera instancia resolvió negativamente la petición con fundamento en la prohibición legal establecida en el artículo 199 de la Ley 1098 de 2006, en la cual se encuentra contemplada la conducta delictiva por la cual fue condenado. 

3.-  RECURSO
EL apoderado del sentenciado CARMONA PATIÑO no estuvo de acuerdo con la determinación adoptada e interpuso recurso de apelación con el fin de que se revocara la decisión y se accediera a la solicitud invocada, habida consideración a que la redención de pena no es un beneficio administrativo sino un derecho.
4.- Para resolver,  SE CONSIDERA
Tiene competencia la Colegiatura para conocer de este asunto de conformidad con lo establecido en el artículo 34.6 de la Ley 906 de 2004, al haber sido oportunamente interpuesta y debidamente sustentada una apelación contra providencia susceptible de ese recurso. 

Corresponde a la Sala analizar si es procedente en el asunto objeto de estudio acceder a la solicitud invocada por el apoderado judicial del sentenciado CARMONA PATIÑO tendiente a que se le otorgue a su representado la redención de pena a la que tiene derecho.
Debe entonces establecer el Tribunal si en efecto la redención de pena es un “beneficio administrativo” como lo concibe el a quo, o, un derecho, como lo afirma el apelante, y de ese modo determinar si es o no aplicable a éste la exclusión consagrada en el citado artículo 199.

Las reglas que están llamadas a orientar la decisión que corresponde, artículos 82 y 97 de la Ley 65 de 1993, son del siguiente tenor:

“REDENCIÓN DE LA PENA POR TRABAJO. El juez de ejecución de penas y medidas de seguridad concederá la redención de pena por trabajo a los condenados a pena privativa de libertad.

A los detenidos y a los condenados se les abonará un día de reclusión por dos días de trabajo. Para estos efectos no se podrán computar más de ocho horas diarias de trabajo.
El juez de ejecución de penas y medidas de seguridad constatará en cualquier momento, el trabajo, la educación y la enseñanza que se estén llevando a cabo en los centros de reclusión de su jurisdicción y lo pondrá en conocimiento del director respectivo.

REDENCION DE PENA POR ESTUDIO. El Juez de Ejecución de penas y medidas de seguridad concederá la redención de pena por estudio a los condenados a pena privativa de la libertad.

A los detenidos y a los condenados se les abonará un día de reclusión por dos días de estudio.

Se computará como un día de estudio la dedicación a esta actividad durante seis”.
Con la expedición de la Ley de la Infancia y la adolescencia, a más de reproducirse algunas de las normas consignadas en el Código del Menor derogado –Decreto 2737 de 1989-, se instituyeron varias figuras de alcance penal encaminadas a brindar un ámbito de protección mayor y más efectivo a ese grupo específico de la población, en seguimiento de puntuales normas constitucionales que demandan un plus de atención en su favor, con prevalencia sobre los derechos de los demás.  
Bajo esta preceptiva, el artículo 199 de la Ley 1098-06 en cita, consagra:

“Beneficios y mecanismos sustitutos.  Cuando se trate de los delitos de homicidio o lesiones personales bajo modalidad dolosa, delitos contra la libertad, integridad y formación sexuales o secuestro, cometidos contra niños, niñas y adolescentes se aplicaran las siguientes reglas:

[…]
8. Tampoco procederá ningún otro beneficio o subrogado judicial o administrativo, salvo los beneficios por colaboración consagrados en el Código de Procedimiento Penal, siempre que esta sea efectiva”.
Una apreciación integral y sistemática de la norma permite advertir que el legislador, por política criminal, introdujo una forma de eliminar beneficios legales, judiciales y administrativos, a consecuencia de lo cual no es posible su concesión en diversos eventos, entre ellos la condición particular de la víctima; empero, tal restricción no es absoluta, ni se puede aplicar analógicamente dado que esta figura no aplica tratándose de excepciones, como quiera que hace alusión única y exclusivamente a “beneficios”, no a “derechos”.

El juez de primer nivel consideró que la prohibición para el caso concreto encaja en la parte de la disposición que reza: “tampoco procederá ningún otro beneficio o subrogado legal, judicial o administrativo”, por cuanto en su criterio se trata de un “beneficio administrativo”, tal como se infiere de los artículos 101 y 102 del Código Penitenciario y Carcelario.

Siendo así, lo primero que debe precisar el Tribunal, es que la definición de la situación es en verdad compleja y existen razones en pro y en contra de cualquiera de las tesis confrontadas; pero, por supuesto, hay lugar a definir el punto a efectos de marcar un precedente unificador.

Para esta Colegiatura los “beneficios administrativos”, como por ejemplo, el permiso de 72 horas y la libertad preparatoria, tienen varios aspectos que los caracterizan, tales como: la discrecionalidad, la valoración subjetiva y el merecimiento, todos los cuales son analizados por la autoridad en el momento de concederlos; por el contrario, los derechos son garantías otorgadas a los ciudadanos de manera erga omnes, y dada esa condición necesariamente se deben conceder, siempre y cuando, por supuesto, se cumplan los presupuestos normativos cuyo contenido es de naturaleza eminentemente objetiva. 
A juicio de esta Corporación, la aludida figura en referencia -redención de pena- tiene la condición de un “derecho” y no de un “beneficio”, toda vez que es una disposición de carácter objetiva, que si bien posee una exigencia adicional al trabajo o estudio para efectos de prosperar su concesión, cual es la certificación de esa actividad así como de la conducta del interno, las referidas evaluaciones no son emitidas propiamente por el funcionario que concede o niega la redención, sino que vienen dadas previamente por una Junta de Evaluación y por el Consejo de Disciplina Interno.

Luego entonces, al Director del Penal o al juez de ejecución de pena, en su caso, solo le corresponde verificar el cumplimiento de esos requisitos objetivos establecidos en la ley para efectos de reconocer el respectivo descuento, mas no le es dable hacer valoraciones adicionales de tipo subjetivo con el fin de conceder o negar la gracia, como sí son propias del otorgamiento de los beneficios administrativos.

Sobre el tema ha precisado el órgano de cierre en materia constitucional en la sentencia T-213 del 27-03-11, M.P. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo, lo siguiente:

“[…] la Corte Constitucional ha señalado que el tratamiento penitenciario presenta dos dimensiones fundamentales, la primera de ellas, referente al propósito de lograr la resocialización del delincuente y, la segunda, en lo concerniente a la relación que existe entre el derecho a acceder a programas de estudio o trabajo que permitan redimir pena y el derecho fundamental a la libertad personal.

Esta Corporación, en reiterada jurisprudencia, ha estimado que el Estado, al asumir la función de dirigir y regular el cumplimiento de las medidas de aseguramiento, adquiere el deber de implementar en los Establecimientos Penitenciarios y Carcelarios programas de educación y trabajo que preparen a los reclusos para contribuir de forma productiva a la comunidad al recuperar su libertad. Así mismo, la Corte ha señalado que el Inpec debe generar el ambiente propicio para que los internos que cuentan con conocimientos técnicos y profesionales puedan alcanzar los fines de la pena, enseñando a sus compañeros de reclusión. De igual manera, el Código Penitenciario y Carcelario, en sus artículos 97 y 98, establece el derecho que tienen los detenidos y condenados a redimir pena a través de los programas de enseñanza y de educación.”
De igual forma, la Ley 65 de 1993, en su artículo 82, establece el derecho que tienen los detenidos y condenados de redimir pena a través del trabajo penitenciario”. –negrillas excluidas del texto-
Por tanto, las prohibiciones genéricas de concesión de cualquier beneficio legal, judicial o administrativo, no incluyen la redención de pena, especialmente las contenidas en los artículos 26 de la Ley 1121 de 2006, 199.8 de la Ley 1098 de 2006, 32 de la Ley 1442 de 2007, 13 de la Ley 1474 de 2011 y 28 de la Ley 1453, también de 2011; por cuanto este reconocimiento está íntimamente ligado a la resocialización, como se ha manifestado, y no puede tener la categoría de simple beneficio, sino que con ella se explica el fin fundamental de la pena en el contexto del Estado Social
. 
Negar la redención por trabajo, estudio o enseñanza a un convicto equivale a cerrarle las puertas de la reinserción social, dejando la pena relegada a un ejercicio de mera conmutatividad o retribución, excluyendo el concepto de intervención que está en la esencia del tratamiento que se supone brinda el Estado a los penados, con miras a recuperarlos para que sean útiles a la sociedad
.
A diferencia de la prevención general que se mira desde la colectividad, la prevención especial tiende a prevenir los delitos de una persona determinada. Por tanto, el fundamento de la pena es evitar que el sentenciado vuelva a delinquir en el futuro por medio de un tratamiento resocializador, con base en el cual se legitima la decisión de conceder la redención de pena por trabajo y estudio.

En decisión que esta Corporación comparte, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Manizales interpretó esta temática desde la perspectiva de la Ley 65 de 1993, y concluyó:

“[…] Se colige de la lectura de las disposiciones contentivas del Código Penitenciario y Carcelario, normativa por medio de la cual, entre otras muchas regulaciones, en su Titulo XIII sobre el tratamiento penitenciario, artículo 146, se enunciaron cuales son los beneficios administrativos, definiéndolos así:  permisos de hasta 72 horas, la libertad y franquicia preparatorias, el trabajo extramuros y penitenciaria abierta, sin que de esa calificación de beneficios administrativos haga parte el ESTUDIO y EL TRABAJO, y las consecuencias que de tales actividades se derivan.  //  De hecho, la Educación y Enseñanza, y el Trabajo, hacen parte de ese mismo Código, pero se encuentran en títulos diferentes, y deben entenderse no como beneficios, pues de haber sido ello así, el Legislador los hubiera incluido en el artículo en el que describió cuales eran los beneficios administrativos, sino como una de las obligaciones contempladas en desarrollo de la resocialización, finalidad que lleva  implícita la imposición de una pena, y más aún cuando esta es intramural.  //  Tal afirmación no se encuentra huérfana de sustento y por el contrario bien puede colegirse de la lectura del artículo 79 del mencionado Código en lo que respecta al trabajo, o del artículo 94 en lo que hace referencia  a la educación, en los que se consigna que tales actividades son obligatorias para los condenados como medio terapéutico adecuado a los fines de la resocialización, y se constituyen en la base fundamental de aquella. Desde luego que estas actividades una vez se realizan por el condenado, merecen la redención que consignan los mismos títulos del Código en las que están contenidas, es decir, LAS REDENCIONES –ver artículos 82 y 92-.  //  Así las cosas, no constituyen el estudio y el trabajo, y menos las redenciones por tales actividades, un beneficio administrativo o judicial
” 
 –negrillas excluidas del texto original-
De conformidad con lo examinado y acorde con los planteamientos del togado que impugna, hay lugar a tener en consideración que el interno cuenta con una certificación de conducta ejemplar -fls 53-54-, y en consecuencia procederá la Sala a realizar el cálculo correspondiente a la redención punitiva que con respecto al estudio ha adelantado el penado en el centro de reclusión.
De acuerdo con el certificado de cómputo allegado por el sentenciado el total de horas es equivalente a 108 de estudio, y al examinar los presupuestos fácticos puestos de presente se colige que hechas las conversiones del caso frente a las horas de estudio, el penado tiene derecho a una redención de pena equivalente a 9 días
5.- DECISIÓN  

El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), Sala de Decisión Penal, REVOCA el auto interlocutorio proferido por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, a consecuencia de lo cual se concede al sentenciado CARMONA PATIÑO una redención de pena equivalente a 9 días.
Notifíquese Y DEVUÉLVASE 
Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
       JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAYA BANDERA

El Secretario de la Sala,

JUAN CARLOS MORALES RAMÍREZ
� C.S.J., casación penal del 06-06-12, radicado 35.767.


� Ibidem


� Auto del 26-02-10. radicado 2007-80145-01. M.P: José Fernando Reyes Cuartas. También puede advertirse tales conclusiones en decisión del 11 de febrero de 2010. Rdo. 2007-80182-01. M.P: Gloria Ligia Castaño Duque. 


� Tribunal Superior de Manizales, auto del 09-08-12, radicación 2009-80750-01, M.P. José Fernando Reyes Cuartas.
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